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[bookmark: _GoBack]Anexo 1. Formato de presentación de proyecto
Título: Procesos de Exigibilidad y Justiciabilidad  de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, en el contexto nacional e internacional (Fase II) 
Duración (en meses): 8 meses	
Lugar de ejecución: Bogotá 
Investigador principal: Cecilia Lorena Barraza Morelle (20 horas)
Co-investigador(es): Liliana Rocio Chaparro Moreno (20 horas)
                                  Elsa Bonilla Piratova (20 horas)
                                  Helber Armando Noguera Sánchez (20 horas)
                                 Heyder Alfonso Camelo (20 horas)
                                 Sandra Milena Molina (20 horas)
                                Alejandro Ramelli Arteaga (20 horas)
                                Luis Manuel Castro Novoa (20 horas)
	
	
	 Datos generales


	Programa(s)
	Facultad(es)
	Línea activa
	Campos de acción institucional (Seleccione)
	Grupo(s) de investigación

	Maestría en Defensa de los Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario ante Organismos, Tribunales y Cortes Internacionales. 
	De Derecho

	Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario.
	Derechos humanos, ciudadanía y construcción de política pública en y para escenarios de paz ( X )

Desarrollo tecnológico con apuesta social 
(  )

Desarrollo ambiental sostenible ()

Cambio educativo y social desde la multi e interculturalidad (  )
	Investigación Socio Humanística del Derecho  



Equipo de investigación requerido (enuncie el número de investigadores, si son egresados, profesionales externos, auxiliares, asistentes, con su respectivo nivel de formación, o si se vinculará un semillero de investigación)
Alianza estratégica (mencione si el proyecto se presenta en colaboración con otras instituciones, enuncie el nombre de las instituciones): No Aplica
Resumen de la propuesta
El proyecto  presenta como principal logro el abordar desde diversas dimensiones las tendencias actuales de los derechos humanos, para ello se desarrollaron investigaciones relacionadas tanto con sujetos de derecho, como con las instituciones y problemáticas como el post-acuerdo.  En la segunda fase además de los énfasis anteriores, se examinaran los distintos recursos judiciales incluidos, incluidos ante la JEP, para la Justiciabilidad de los derechos, así como el análisis desde la perspectiva de la violencia de género como obstáculos para su disfrute pleno y en el discurso contrahegemónico para la exigibilidad de los Derechos Económicos Sociales Culturares y Ambientales.  
Palabras clave 
Derechos Humanos, género, post-acuerdo, víctimas, movimientos sociales, recursos judiciales, defensores de derechos humanos. 
Planteamiento del problema, pregunta de investigación, justificación y marco teórico.
El proceso  de defensa de los derechos humanos se da desde un enfoque amplio de exigibilidad, lo anterior porque existen diversos mecanismos para  lograr cumplimiento y protección de los derechos humanos. La exigibilidad de los derechos puede incluir, el acceso a la justicia nacional e internacional, el  seguimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en instancias internacionales, el análisis de políticas públicas y el desarrollo de informes sobre la situación de los derechos humanos.
La exigibilidad de los derechos humanos dejó de ser un asunto exclusivamente judicial. Las nuevas tendencias en materia de protección de los derechos humanos incluyen el desarrollo de una serie de medidas de refuerzo que se materializan a través de las políticas que trazan los Estados para dar cumplimiento a los estándares  instituidos en el DIDH en cuanto al respeto y garantía de los derechos humanos.


Así lo ha reconocido la CIDH al afirmar que:
La construcción de una política (…) debe incorporar los estándares de derechos humanos como guía y a la vez como límite infranqueable para las intervenciones del Estado. Estos se encuentran constituidos por el marco jurídico emanado de los instrumentos que conforman el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, así como por los pronunciamientos y la jurisprudencia de los organismos de contralor que integran los diferentes sistemas de protección. Los estándares establecen orientaciones generales, determinando mínimos de protección que deben ser necesariamente respetados por el Estado.
Actualmente, la CIDH ha entendido la política pública como un instrumento de planificación, que permite la racionalización de los recursos disponibles, en un marco de permanente participación de los actores sociales involucrados.
Según las definiciones más aceptadas, las políticas públicas se caracterizan por ser: (1) integrales (por abarcar sistemáticamente los derechos humanos en su conjunto); (2) intersectoriales (por comprometer acciones, planes y presupuestos de diferentes actores estatales); (3) participativas (por la intervención permanente de la población involucrada y por favorecer la democratización de la sociedad); (4) universales (por su cobertura sin exclusiones ni discriminaciones de ningún tipo); y (5) intergubernamentales (por comprometer entidades de los gobiernos centrales y locales .
Es decir,  las políticas públicas tienen como objetivo hacer que estos derechos se concreten en los planos normativo y operativo, así como en las prácticas de las instituciones y los agentes estatales, a los efectos que los Estados Miembros puedan cumplir cabalmente sus obligaciones internacionales de protección y garantía.
Las políticas públicas tienen un elemento que les hace verdaderas y es justamente la necesidad de involucrar en su construcción y monitoreo a diversos sectores de la sociedad:
Las iniciativas de políticas pueden venir, en este sentido, tanto del Estado como de la sociedad civil o el sector privado, o ser un resultado conjunto. En el campo de las políticas públicas de derechos humanos, las organizaciones no gubernamentales han jugado un rol preponderante en la formación de la agenda, así como en la implementación de políticas y en su control.  En la mayoría de los casos, éstas políticas públicas son el producto de la incidencia de dichas organizaciones y sus demandas de justicia, las cuales han mantenido el tema en el debate público, con particularidades en cada país.
De igual manera, en cuanto a  la creación de  poderes y los mecanismos de cumplimiento, VICTOR ABRAMOVICH, manifiesta que:
En las estrategias de desarrollo y de reducción de la pobreza se ha reconocido ampliamente la importancia de dotar de poder a los sectores pobres y excluidos. El enfoque de derechos humanos apunta esencialmente a otorgar ese poder por la vía del reconocimiento de derechos. Una vez introducido este concepto en el contexto de la adopción de políticas, el punto de partida para formular una política ya no es la existencia de ciertos sectores sociales que tienen necesidades insatisfechas, sino fundamentalmente la existencia de personas que tienen derechos que pueden exigir o demandar, esto es, atribuciones que dan origen a obligaciones jurídicas para otros y, por consiguiente, al establecimiento de mecanismos de tutela, garantía o responsabilidad.
La implementación de las políticas públicas como mecanismos de protección de los DDHH, desde la perspectiva del sujeto de derecho implica en primer lugar la participación ciudadana. Este proceso es considerado como un proceso de reflexión en doble vía,  pues de lado:
Interpela al Estado y a los gobiernos (y a la clase política que lo administra) respecto a su receptividad y capacidades para incorporar esta perspectiva, cumpliendo además, con los compromisos que a nivel internacional ha contraído en el plano de los derechos humanos. Por otro, interpela a los actores del conjunto de la sociedad respecto a sus competencias y motivaciones para constituirse en sujetos de derecho y, por lo tanto, a interactuar con el Estado y los gobiernos respecto a su quehacer tomando parte en los asuntos públicos.
En este orden de ideas, ha sido considerado como  una estrategia para abrir los caminos de la cooperación internacional.  ABRAMOVICH ha  sostenido que esta estrategia puede ser entendida como: 
Una guía para llevar a cabo el proceso de cooperación y asistencia, la participación social en ese proceso, las obligaciones de los gobiernos donantes y receptores, la manera de evaluar la asistencia y los mecanismos de rendición de cuentas y responsabilidad que deberían establecerse a nivel local e internacional .
Con respecto a los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA), la Corte y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH y Corte IDH), han dado pasos importantes hacia su justiciabilidad  y exigibilidad. Por un lado, la CIDH ha establecido una Unidad sobre los DESCA[footnoteRef:1], a cargo de una Relatora Especial[footnoteRef:2], cuyo mandato incluye “Brindar opiniones e insumos respecto al procesamiento y consideración de solicitudes de medidas cautelares, peticiones y casos referentes a presuntas violaciones de derechos humanos referidas a derechos económicos, sociales y culturales”[footnoteRef:3]. [1:  Ver Comunicado de Prensa del 3 de abril de 2014, http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2014/034.asp consultado el 10 de mayo de 2018.]  [2:  Comunicado de prensa del 5 de julio de 2017: CIDH selecciona a Soledad García Muñoz como Relatora Especial sobre Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA) http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2017/090.asp consultado el 10 de mayo de 2018.]  [3:  Ver http://www.oas.org/es/cidh/desc/mandato.asp consultado el 10 de mayo de 2018.] 

Igualmente la Corte IDH ha expedido una memorable sentencia[footnoteRef:4] en la cual, partiendo del deber de los Estados de proteger los derecho no solo en el ámbito de sus acciones sino, también, en el ámbito privado,  realizó una interpretación del artículo 26 de la Convebnción Americana sobre Derechos Humanos (CADH), en la cual extendió su contenido normativo a las prescripciones de la Carta de la OEA: “143.	Respecto a los derechos laborales específicos protegidos por el artículo 26 de la Convención Americana, la Corte observa que los términos del mismo indican que son aquellos derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura contenidas en la Carta de la OEA. Ahora bien, los artículos 45.b y c, 46  y 34.g  de la Carta establecen que “[e]l trabajo es un derecho y un deber social” y que ese debe prestarse con “salarios justos, oportunidades de empleo y condiciones de trabajo aceptables para todos”. Asimismo, señalan que el derecho de los trabajadores y trabajadoras a “asociarse libremente para la defensa y promoción de sus intereses”. Además, indican que los Estados deben “armonizar la legislación social” para la protección de tales derechos”[footnoteRef:5].  [4:  Corte IDH, Caso Lagos Del Campo vs. Perú, sentencia de 31 de agosto de 2017, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, párr. 92.]  [5:  Ibídem párr. 143. Recordar que desde la Opinión Consultiva No. 10 de 1989, la Corte encontró que la Declaración Americana de Derechos y deberes del Hombre era un instrumento vinculante para todos los Estados del Hemisferio, párr. 43 a 46. El párrafo 45 establece: 45. Para los Estados Miembros de la Organización, la Declaración es el texto que determina cuáles son los derechos humanos a que se refiere la Carta. De otra parte, los artículos 1.2.b) y 20 del Estatuto de la Comisión definen, igualmente, la competencia de la misma respecto de los derechos humanos enunciados en la Declaración. Es decir, para estos Estados la Declaración Americana constituye, en lo pertinente y en relación con la Carta de la Organización, una fuente de obligaciones internacionales.] 

Este reconocimiento extiende el ámbito de competencia tanto de la CIDH como de propia Corte, abriendo una puerta para que el sistema interamericano de protección centre esfuerzos en proteger los derechos sociales, económicos y ambientales.
Como ha señalado Boaventura de Sousa Santos[footnoteRef:6], después de preguntarse: “¿es la hegemonía de la que goza hoy el discurso de los derechos humanos el resultado de una victoria histórica, o más bien de una histórica derrota?”, afirma: “Con independencia de la respuesta que se dé a estos interrogantes, la verdad es que, puesto que son el discurso hegemónico de la dignidad humana, los derechos humanos son insoslayables”.   [6:  Boaventura de Sousa Santos, Si Dios fuese un activista de los derechos humanos, editorial Trotta, traducción de Carlos Martín Ramírez, Madrid, 2014, pág. 13. ] 

Según Gloria Ochoa, el concepto de participación ciudadana alude claramente a la capacidad de intervenir y ser parte en un proceso de toma de decisiones, así como de la implementación, gestión, ejecución y evaluación de una iniciativa pública. Esto lleva a la constitución de individuos empoderados e interesados, por lo tanto, involucrados y demandantes, lo que afecta o al menos remece la relación con el sector público.
En el contexto de la construcción de políticas públicas,  el derecho de participación cobra especial relevancia para el ejercicio del control ciudadano y la reivindicación de los derechos humanos:
Desde esa premisa general, el debate pretende analizar los desafíos y estrategias que posibiliten fortalecer los  mecanismos de participación ciudadana y social en una propuesta progresista y profundizar en cuáles son los marcos institucionales de articulación entre la sociedad civil y el Estado que contribuyan a potenciar la participación y desarrollar procesos de ciudadanía que fortalezcan la democratización de la democracia.
El discurso de la política pública está ligado al concepto de lo político como una posibilidad del ejercicio de la democracia en virtud del ejercicio de la participación desde su perspectiva no eleccionaria.  “La participación es también un modo privilegiado de expresar la participación social; de hacer presente a los diferentes grupos, tanto  en sus demandas específicas, como en su visión del mundo. Es una manera en la que la sociedad se reconoce a sí misma”.
Este diálogo entre las autoridades y la comunidad permite que la dinámica de la administración de lo público se desarrolle de manera más precisa, pues irá dirigida a satisfacer sus verdaderas necesidades, e implicará mejor gestión de los recursos públicos. “Las nuevas políticas públicas corresponden a una selección de temas y objetivos del programa de gobierno. Sin embargo, ellas se vienen a sumar a todas las políticas en efecto”.
En Colombia las políticas públicas han sido objeto de diversos pronunciamientos de la Corte Constitucional,  quien además del enfoque de la participación como característica de indispensable en desarrollo de la política pública, incluye además dos enfoques complementarios el poblacional y el enfoque de derechos. Según este criterio:
El enfoque poblacional es mutuamente complementario respecto del enfoque participativo, toda vez que aquel exige una especificidad en el ejercicio participativo que dé cuenta de las diferencias sustanciales connaturales a cada uno de los miembros del grupo poblacional atendido –niños y niñas, mujeres, personas de la tercera edad, grupos étnicos .
De igual forma ha señalado dicha corporación que la política pública comprende el desarrollo de diversas etapas a saber: diseño,  formulación, ejecución y  evaluación. Cada una de las cuales tiene un significado técnico.
Por ejemplo, concibe el diseño como la etapa más importante, pues:
Diseñar una política es establecer sus elementos constitutivos, definir la relación entre ellos, ordenar prioridades, articular sus componentes de una manera inteligible para sus destinatarios, programar de qué forma, por qué medios, y a qué ritmo se alcanzarán las metas trazadas. Sin duda, el diseño de una política puede ser plasmada en un documento político o en un instrumento jurídico. En el segundo caso, el instrumento puede tener la naturaleza de un acto administrativo o de una ley. Puede concretarse también en normas de rango superior o inferior a los mencionados, pero generalmente se emplean estos dos actos jurídicos.
Pero aún más importante que su diseño es su  evaluación. Este proceso:
Se lleva a cabo con dos propósitos principales: para aprender de la experiencia, extrayendo lecciones que puedan aplicarse con el fin de mejorar el diseño y la implementación de políticas públicas (y/o programas y/o proyectos), y para la rendición de cuentas al público y/o a quienes han aportado los recursos utilizados”.  La evaluación de la política pública permite establecer en qué medida se han logrado los objetivos de la política pública en cuestión. La “evaluación cierra el ciclo de las políticas, y puede retroalimentar el proceso en cualquiera de sus fases.
Actualmente además de las fases establecidas por la Corte Constitucional han sido aceptados en el marco del desarrollo de las políticas públicas que define claramente un ciclo integrados por diversas fases entre ellas: 1) la identificación y definición de problemas; 2) la formulación de políticas; 3) la adopción de la decisión; 4) la implementación; 5) la evaluación y 6) seguimiento.
Bajo esta perspectiva, el papel de la universidad es transversal en el ciclo de la política pública, a través de la investigación, la responsabilidad social,  el diseño de programas que contribuyan de manera efectiva al abordaje de problemáticas concretas y la formación de profesionales capaces de asumir con ética y responsabilidad todos los retos que plantea hoy en día la defensa de los derechos humanos.
Objetivo General
Contribuir, desde  la reflexión de los procesos de exigibilidad y Justiciabilidad de los derechos humanos, a la reconstrucción y redefinición del sentido y la importancia de los Derechos Humanos.
Objetivos Específicos.
Conocer y analizar el marco conceptual de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario y las diferentes corrientes que dan cuenta del problema de su fundamentación y de su vigencia, así como conocer en un primer gran acercamiento, de los sistemas y mecanismos nacionales, regionales e internacionales de protección de los derechos humanos.
Analizar el papel en un mundo globalizado de la defensa y promoción de los derechos humanos, así como sus formas de organización, estrategias y alcances frente a los retos de la vigencia de los mismos y de la transición a la democracia.
Comprender  cómo Movimientos sociales en Colombia, construyen su acción política desde el discurso de los derechos humanos por medio del uso de las instituciones del derecho internacional y de las instancias nacionales.[footnoteRef:7] [7:  Dora García Fernández, la metodología de la investigación jurídica en el siglo XXI, Páginas 451, 452. https://archivos.juridicas.unam.mx consultado el 10 de mayo de 2018.  ] 

Metodología
La metodología que se utilizara es la concreción de los preceptos jurídicos generales, en los cuales procede encajar lo concreto (elementos, situaciones o conductas) dentro del marco normativo de los preceptos generales y abstractos. La técnica que acompaña a la aplicación de esta metodología es la interpretación. No se puede aplicar el derecho sin haberlo interpretado primero.
Resultados esperados
Se  desarrollaron reuniones de trabajo con el fin de establecer los temas de investigación, el resultado la producción de 8 artículos que se proponen como libro de investigación titulado “Debates actuales de la defensa de los Derechos Humanos”
Desarrollo de un evento de divulgación de la investigación realizada.
Presentación de ponencias.
Productos esperados (relaciónelos de acuerdo con la tipología de Colciencias- Ver Tabla anexa a la convocatoria) 
Contribución del proyecto al cumplimiento de la misión institucional: (Se pueden consultar en la página de la Unidad de Investigación)
1. Con qué líneas del PIM se vincula el proyecto: 
2. Con qué acciones del Plan General de Desarrollo Bogotá, se articula el proyecto:
Presupuesto

	Recurso solicitado FODEIN

	Concepto
	Descripción
	Monto

	Personal científico

	Cecilia Lorena Barraza Morelle
	20 horas

	
	Liliana Rocio Chaparro Moreno 
	20 horas

	
	Elsa Bonilla Piratova
	20 horas

	
	Helber Armando Noguera Sánchez
	20 horas

	
	Heyder Alfonso Camelo
	20 horas

	
	Sandra Milena Molina
	20 horas

	
	Alejandro Ramelli Arteaga
	20 horas

	
	Luis Manuel Castro Novoa
	20 horas

	Auxilio a investigadores
	Reconocimiento económico a estudiantes de pregrado
	

	Asistentes de investigación
	Reconocimiento económico a estudiantes de posgrado
	

	Equipos
	Consultar en adquisiciones y suministros para evitar duplicidad
	

	Software
	Consultar en departamento TICS para evitar duplicidad
	

	Materiales
	
	

	Papelería
	
	

	Fotocopias
	
	

	Salidas de campo
	Lugar, tiempos, actividades, investigadores
	

	Material bibliográfico
	Libros, suscripciones a revistas, etc
	

	Publicaciones
	Libros, traducciones publicación en revistas
	

	Servicios técnicos
	Laboratorios, personas naturales
	

	Movilidad académica
	Eventos para socialización de avances y resultados, pasantías
	

	Organización de eventos
	Eventos para difusión de resultados
	

	
	Total
	

	Contrapartida externa
Para proyectos en cooperación y alianza estratégica

	Institución
	Descripción
	Monto

	
	Detalle los montos y los conceptos
	

	
	
	

	
	Total
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Recordar que desde la Opinión Consultiva No. 10 de 1989
Posibles evaluadores (nombre, último nivel de formación, correo electrónico).






















	Tipo de producto

(Artículo, ponencia, evento, libro, capítulo de libro, etc.)
	Nombre de producto

(Indique título del artículo, ponencia, evento, libro, capítulo de libro, etc.)
	Fecha de revisión, publicación o presentación
(Indique fechas de publicación, revisión o presentación en evento del producto. Si aún no se tiene el producto final, indique la fecha de entrega)
	Nombre de la revista/libro o evento en que se presenta el producto.

(Si el producto no se ha finalizado indicar el medio en el que se proyecta la publicación o divulgación)
	Modo de verificación

(ISSN, ISBN, página web, etc. Si el producto no se ha finalizado,  escribir “no se ha finalizado” en esta columna.)
	Número de anexo

(Incluya en los anexos, de manera ordenada el soporte escaneado que demuestre la existencia del producto o el envío a revisión –asigne un número a cada anexo y relaciónelo en esta columna. Si el producto no se ha finalizado,  escribir “no se ha finalizado” en esta columna)

	Libro:

	Procesos de Exigibilidad y Justiciabilidad  de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, en el contexto nacional e internacional (Fase II)
	En proceso para presentar a editorial.
	En Proceso
	No se  ha finalizado
	La necesidad de una política pública en la defensa del Estado frente a violaciones de derechos humanos - Sandra Molina Peláez.

La violencia de género por parte de exparejas en Colombia - Liliana Chaparro. 


Reformas de los sectores justicia y seguridad: los retos de la protección de los derechos humanos en la posguerra- Heyder Alfonso Noguera. 

La  emergencia de los Derechos Económicos,  Sociales, Culturales y  del Ambiente: aproximaciones a  un discurso contrahegemónico para su justiciabilidad – Dra. Elsa Bonilla. 

El género una disputa en torno al Acuerdo de Paz – Cecilia Barraza.

Retos y oportunidades del movimiento de Derechos Humanos en el Post- acuerdo – Helber Armando Noguera.

Selección y priorización de casos y situaciones en la Jurisdicción
Especial para la Paz (JEP) – Alejandro Ramelli. 

El “Test de vulnerabilidad”: ¿Haciendo vulnerable la acción de tutela como
garantía y recurso judicial adecuado y efectivo?- Luis Manuel Castro Novoa




	Evento
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